Principales hallazgos del Capítulo de Equidad e Integración Social
UNDÉCIMO INFORME ESTADO DE LA NACIÓN EN DESARROLLO HUMANO SOSTENIBLE
RESUMEN DEL CAPITULO 2: EQUIDAD E INTEGRACIÓN SOCIAL


PRINCIPALES HALLAZGOS DEL CAPÍTULO
“EQUIDAD E INTEGRACIÓN SOCIAL”
Durante el 2004 Costa Rica sufrió un deterioro en la generación de oportunidades para la población, expresado en un aumento significativo de la pobreza, una reducción de los ingresos laborales de todos los estratos y una disminución del ingreso social que el Estado proporciona a los hogares. Esta situación ocurre en un país que, a lo largo de los últimos quince años, se caracterizó por no lograr una conexión entre el desarrollo de capacidades humanas y la construcción de una sociedad más equitativa. Si bien los principales indicadores de avance en desarrollo humano continúan mejorando (esperanza de vida, mortalidad infantil, coberturas educativas), al valorar la forma en que se distribuyen esos logros y se aprovechan las oportunidades, en términos de ingresos, pobreza, empleo, delitos contra la vida, inversión social y brechas territoriales, el saldo es un desempeño negativo en el ámbito de la equidad y la integración social. Ese deterioro tiene lugar en un contexto nacional de deudas acumuladas en materia de equidad, que se reflejan en la persistencia de notables disparidades entre territorios, géneros y grupos de edad. El desmejoramiento de las oportunidades y la permanencia de desigualdades en el tiempo son tanto, o más preocupantes, si se considera que tienden a restringir los márgenes de maniobra que tiene el país para reducir la pobreza en el corto plazo. 

El hecho más relevante del 2004 fue que al deterioro en los ingresos reales de los hogares se agregó una disminución de los ingresos sociales, expresada en una reducción de la inversión social, por segundo año consecutivo. Crecientes problemas de sostenibilidad de esa inversión y el impacto de las medidas de contención del gasto aplicadas por el Gobierno Central en los últimos dos años, restringen el efecto atenuante de la inversión social sobre la desigualdad en la distribución del ingreso, no solo porque limitan la expansión de capacidades, sino porque además comprometen la sostenibilidad de los logros acumulados. 
RESUMEN DE HALLAZGOS
Preocupa la sostenibilidad financiera de la seguridad social
La situación de los seguros de salud y las pensiones revela dos desafíos fundamentales. En el primer caso es necesario mejorar los ingresos y revisar la distribución de los distintos aportes para su financiamiento, en tanto que para el seguro de pensiones el tema central es la ampliación de la base contributiva.

De acuerdo con la CCSS, en el 2004 el seguro de salud tenía una cobertura contributiva del 87,8% de la población. Según condición de aseguramiento, un 23,8% correspondía a asegurados directos, un 12,8% a asegurados por cuenta del Estado, un 6,3% a pensionados, un 44,8% tenía seguro familiar y un 12,2% no estaba asegurado. Visto desde la población económicamente activa (PEA), el seguro de salud cubría al 53,4% del total, al 61,8% de la PEA asalariada y tan solo a un 39,1% de la no asalariada. 

En el seguro de pensiones la cobertura es de apenas un 45,1% de la PEA total (56,8% asalariada y 21,7% no asalariada). En el 2004 este seguro mantuvo la tensión entre una reducida base de cotizantes y una creciente población beneficiaria. En los últimos catorce años la tasa de cobertura de los asalariados se ha reducido en 11,0 puntos porcentuales, mientras la tasa cobertura de los no asalariados ha aumentado en 18,1%.  

El seguro de salud fue planteado desde sus inicios como un sistema público universal, solidario, equitativo y obligatorio, que tiene por base el aporte tripartito de los trabajadores, los patronos y el Estado. En las últimas décadas la sostenibilidad financiera de este sistema ha venido enfrentando distintas presiones: problemas en los aportes -tales como la evasión y la morosidad del sector privado-, la deuda estatal y los bajos niveles de aseguramiento de los trabajadores no asalariados. Para el 2005, la morosidad patronal con la CCSS es de 67.300 millones de colones (27.000 millones de patronos activos y 40.300 millones de patronos inactivos). Por su parte, el Estado adeuda 301.505 millones de colones, de los cuales 181.478 millones corresponden a recursos no pagados por FODESAF para gastos de la población asegurada por el Estado, 72.401 millones son de cuotas obrero-patronales no canceladas y 47.626 millones constituyen la deuda que arrastra el Estado por la transferencia de los empleados del Ministerio de Salud que tenían a cargo el programa de atención primaria. La deuda del FODESAF con la CCSS ha venido creciendo de manera importante en los últimos cuatro años (123,8% real acumulado).
Un nuevo aumento en la esperanza de vida
En el 2004 se dio un nuevo aumento en la esperanza de vida, que ascendió a 78,7 años para ambos sexos (76,5 para los hombres y 81,0 para las mujeres). Este incremento fue acompañado por una disminución en la tasa de mortalidad infantil, a 9,25 por mil nacidos vivos, la más baja registrada en el país. Estos indicadores, que resumen las condiciones de salud de la población, se encuentran entre los mejores de América Latina. De manera consistente con este proceso, la tasa global de fecundidad se redujo nuevamente y se ubicó en 2,0 hijos por mujer.
Costa Rica muestra desde hace varios años el perfil epidemiológico característico de países que han completado su transición demográfica. La principal causa de muerte son las enfermedades del sistema circulatorio, especialmente las cardiovasculares. Los tumores se mantienen como la segunda causa de muerte. De acuerdo con el Registro Nacional de Tumores, cada año se diagnostican cerca de 7.500 casos nuevos y en el 2004 fallecieron 3.555 personas por este mal. 

Los recursos asignados a las actividades de promoción, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos del cáncer han crecido sustancialmente en los últimos años y equivalen a casi un 7% del gasto total en salud. El incremento en los costos (en esa inversión) responde al aumento de los servicios ambulatorios y de hospitalización, así como a la adquisición de medicamentos y equipo. Sin embargo, el sistema tiende a concentrarse en actividades curativas; no se cuenta con una estrategia clara sobre intervenciones de bajo costo y alta efectividad que logren el diagnóstico temprano y oportuno, y atenúen el impacto de las diversas patologías en los costos de atención.
El nivel de escolaridad promedio es insuficiente

El aumento del nivel educativo de las y los costarricenses ha sido lento para la aspiración de avanzar hacia el desarrollo tecnológico y el pleno aprovechamiento de la globalización. En el 2004, la escolaridad promedio de la población de 18 a 64 años fue de 8,4 años, con una diferencia de tan solo 1,2 años con respecto a 1990. Este dato, unido al hallazgo consignado en el Décimo Informe Estado de la Nación, en el sentido de que el país requirió dos decenios para recuperar la cobertura en secundaria que tenía en la década de los ochenta, permite delinear un patrón inquietante de deterioros rápidos y recuperaciones lentas, que constituye una señal de alerta para la acción futura en materia educativa. 

Gráfico 2.1 
Escolaridad promedio de la población al año 2000, según cohorte de nacimiento
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Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base en el Censo de Población del año 2000, INEC.

Persiste la desescolarización temprana 

En el 2004 se mantuvo la tendencia de aumento en la cobertura del sistema educativo, especialmente en preescolar y secundaria. No obstante, a partir del segundo ciclo es evidente el proceso de desescolarización. Las tasas netas de escolaridad muestran una disminución, de 100,6% en el primer ciclo, a 38,4% en la educación diversificada. 
En secundaria también son preocupantes los datos sobre rendimiento: en promedio, un estudiante tarda 9,4 años en graduarse de secundaria, casi el doble de los 5 que le tomaría hacerlo sin repetir ningún año. La reprobación puede incidir en la deserción, que es mucho más marcada en secundaria y que en el 2004 ascendió a 11,6% (frente a 10,4% del 2003), si bien había venido mostrando reducciones desde 1999. Tanto en primaria como en secundaria la deserción ocurre con mayor frecuencia en escuelas o colegios públicos, en el área rural y principalmente entre los hombres.
La atención de los problemas de infraestructura en el sistema educativo estatal es clave para mejorar la calidad y evitar la ampliación de brechas entre los sectores público y privado, y entre las zonas urbana y rural.
Problemas crecientes para cerrar las brechas en el sistema educativo
Además de las brechas internas del sistema educativo, fuera de él existen otras que afectan las posibilidades de acceso de la población y que están determinadas por factores sociales, económicos y geográficos. Cuando se analiza la asistencia a los centros de educación formal por zona geográfica, se observan diferencias significativas en contra de las y los jóvenes residentes en áreas rurales; la asistencia de esta población es de 59,4%, mientras en las zonas urbanas la proporción sube a 77,1%. Las regiones con menor asistencia en la población de 5 a 24 años son la Huetar Norte, la Pacífico Central y la Huetar Atlántica. En todos los grupos de edad, excepto en preescolar, la asistencia más baja corresponde a la región Huetar Norte. 

Gráfico 2.5

Porcentaje de asistencia a centros de educación formal, según grupos de edad y zona. 2004
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Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base datos de la Encuesta de Hogares del INEC.
Las brechas por condición de actividad y estudio, en la situación más desfavorable de "no trabaja y no estudia", afectan a un 7,2% de los hombres y un 16,0% de las mujeres, y aumenta a 22,1% para estas últimas en la zona rural. La entrada a la fuerza de trabajo, junto con los oficios domésticos, son aspectos importantes que contribuyen a explicar la no asistencia a la educación de la población con edades entre 13 y 24 años. 

Fuerte caída de los ingresos por trabajo en el 2004 
En el 2004 los ingresos laborales promedio (en la ocupación principal) cayeron en -5,8% con respecto al 2003. Esta caída se presentó en todas las categorías ocupacionales, con excepción del servicio doméstico, y fue mayor entre los trabajadores independientes (-14,1%). Los salarios promedio de los empleados públicos decrecieron en -4,2% y los de los empleados privados (excluyendo el servicio doméstico) -3,4%, en tanto que los del servicio doméstico aumentaron en 3,8%. 

Al examinar la situación por sector de ocupación, mientras los ingresos de los ocupados formales no agropecuarios mostraron una tendencia general hacia el alza, los ingresos de los informales no agropecuarios y los agropecuarios variaron poco. 
Gráfico 2.7

Evolución del ingreso promedio real en la ocupación principal, según calificación

(colones de 1995)
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Nota: Para la estimación se ajustaron los factores de expansión del período 1990-1999.

Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base Sauma, 2005.
Las brechas de empleo/desempleo afectan principalmente a las mujeres (con una tasa de desempleo abierto de 8,5%), los residentes de la región Central y, en algún grado, a los residentes de áreas urbanas con edades entre 16 y 25 años y bajo nivel educativo. Hay dos desocupados en la zona urbana por cada persona desocupada en la zona rural.
En catorce años se duplicaron los asentamientos en precario en la GAM

Un estudio realizado para el Undécimo Informe da una señal de alarma sobre la situación de los asentamientos en precario en la Gran Area Metropolitana (GAM), los cuales se duplicaron entre 1987 y 2002 e indican así una importante debilidad de las políticas de vivienda para reducir su número y compensar su crecimiento vegetativo. La falta de una política estatal coherente, planificada y comprometida con la erradicación sistemática de este problema, es uno de los factores que explica el aumento de la población que vive en esta condición, cuya tasa de crecimiento pasó de 3,2% entre 1987 y 1991, a 6,7% entre 2002 y 2004.
Sin novedades en materia de seguridad ciudadana

La actualización de los principales datos de la materia penal confirma las tendencias reseñadas en el Informe anterior en el ámbito de la seguridad, esto es, que Costa Rica tiene hoy más problemas de violencia delictiva que hace veinte años -aunque mantiene índices relativamente bajos frente al resto de América Latina- y que la seguridad ocupa un lugar prioritario en la percepción ciudadana acerca de los problemas nacionales. 
En este contexto destacan dos hechos preocupantes. Uno de ellos es el incremento que han venido experimentando las denuncias por infracciones a la Ley de Psicotrópicos desde que entró en vigencia el Código Procesal Penal. En 1998 ingresaron 2.554 denuncias por ese motivo y para el 2004 se reportaron 10.722, lo que representa un aumento de 320%. En los últimos cinco años el número de denuncias creció en más de un 100%, pero el porcentaje de personas condenadas se redujo a la mitad (de 10% en el 2000 a 4,9% en el 2004).

El segundo hecho alarmante es el incremento en el número de víctimas muertas por armas de fuego, que ha crecido en forma prácticamente ininterrumpida en los últimos veinte años. En general, la tasa de delitos contra la vida por cien mil habitantes mantuvo su tendencia al aumento, al pasar de 389 a 392 entre 2003 y 2004, con lo cual sigue siendo el doble de la tasa que tenía el país en 1983, que era de 186.
También preocupa la persistencia de la violencia intrafamiliar (31 víctimas de homicidio por esta causa en el 2004) y los asesinatos de mujeres por problemas pasionales o violencia sexual (24 víctimas en el 2004).

La desigualdad en la distribución del ingreso se mantiene alta
En el 2004 el coeficiente de Gini, que mide la desigualdad en la distribución de los ingresos entre la población, mostró un leve descenso con respecto al año anterior, aunque todavía fue superior al del 2000. Una situación similar presentan otras mediciones de desigualdad, específicamente la relación entre los ingresos promedio del 10% de la población con mayor ingreso per cápita y los del 10% con menor ingreso, que fue 20,7 veces en 2004 (1,1 puntos porcentuales menos que en 2003) y la de los ingresos promedio del 20% de los hogares con mayor ingreso per cápita en relación con los del 20% con menor ingreso, que fue 10,2 veces (0,3 veces menos).
Al comportamiento de la desigualdad subyace un fenómeno preocupante, y es que todos los hogares agrupados en deciles sufrieron reducciones en su ingreso per cápita promedio entre 2003 y 2004, con excepción del decil de menor ingreso.
Aumentó la pobreza en el 2004 
A pesar del resultado en el indicador de distribución del ingreso, la incidencia de la pobreza aumentó de 18,5% a 21,7% entre 2003 y 2004. Este fuerte incremento (3,2 puntos porcentuales) merece especial atención tanto por su magnitud como por haber superado el límite de 21,5%, lo que implica un punto de quiebre con respecto a la estabilidad prevaleciente hasta el año 2004.

Gráfico 2.12

Incidencia de la pobreza en los hogares, según zona
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Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base Encuestas de Hogares del INEC.

En el año analizado se presentó un hecho relevante: por primera vez el porcentaje de hogares pobres urbanos superó al de los rurales. Del total de hogares en esa situación en el 2004, el 52% eran urbanos y el 48% rurales (50,7% y 49,3% de las personas pobres, respectivamente). Si bien la incidencia de la pobreza es mayor en la zona rural, la distribución espacial de la población ocasiona que el número de hogares pobres en cada una de las zonas sea muy similar, o en este caso, superior en la urbana.
El aumento de la pobreza se vio favorecido por una condición particular. Tal como se indicó en el Décimo Informe, la disminución de la pobreza registrada en el 2003 se explica por la conjugación de dos factores entre julio de 2002 y julio de 2003: por un lado, el índice de precios al consumidor general (IPC) aumentó en 9,5% y, por otro, el costo de la canasta básica alimentaria (CBA) -que se toma como base para deﬁnir las líneas de pobreza-, apenas se incrementó en 6,6%. Esto significa que, en ese período, los ingresos promedio de los hogares tuvieron un mayor poder adquisitivo en términos de la CBA, que cuando se mide con respecto al IPC. En el Informe anterior se señaló que esa fue una situación coyuntural y, por lo tanto, no sostenible. El tiempo confirmó esta apreciación. Entre julio de 2003 y julio de 2004 el IPC general se incrementó en 12,4%, mientras el costo de la CBA aumentó en 17,2% (16,3% la urbana y 18,1% la rural), con lo cual se amplió aun más la pérdida del poder adquisitivo de los ingresos de los hogares.
En conclusión, la caída en los ingresos reales de los hogares es el factor que determina el aumento en la incidencia de la pobreza en el año 2004 con respecto al 2003, situación que se vio magnificada por el incremento en los precios de los artículos que componen la canasta básica, que recuperaron el rezago mostrado el año anterior frente al resto de los artículos de consumo.

Vulnerabilidad, intensidad y severidad de la pobreza

El fuerte aumento en la incidencia de la pobreza en el 2004 fue acompañado por un incremento, también de elevada magnitud, en la brecha o intensidad de la pobreza (es decir, los pobres fueron más pobres que el año anterior) y por un aumento menor en la severidad de la pobreza (además aumentó la pobreza de los más pobres).

Asimismo, en el 2004 la proporción de hogares vulnerables a la pobreza a nivel nacional fue de 12,5%, un punto porcentual por encima del valor mostrado el año anterior. Al sumar este indicador con el de hogares en situación de pobreza, se obtiene un 34,2%, cifra superior en más de cuatro puntos porcentuales a la del 2003, y la tercera más alta desde 1994.

Región Brunca: un ejemplo de desarrollo desigual
En el análisis del comportamiento de la pobreza sobresale el caso de la región Brunca, donde este fenómeno registró un aumento de 6,8 puntos porcentuales, al pasar de una incidencia de 33,6% en 2003, a 40,4% en 2004. El ingreso promedio de los hogares se redujo en -17,2% en términos reales; en términos per cápita la disminución del ingreso real fue de -13,3%.
Estos resultados pueden verse afectados por situaciones particulares, entre ellas los grandes flujos de emigración, sobre todo hacia fuera del país, que explicarían el aumento en la jefatura femenina de los hogares (de 25,7% a 28% entre 2003 y 2004), la menor tasa de participación y el menor desempleo (a pesar de la caída en el empleo). Un dato que apunta hacia la comprobación de esta hipótesis es que entre 2003 y 2004 se redujo el número de habitantes de esta región con edades entre 20 y 39 años. Los migrantes son en su mayoría hombres entre los 18 y los 59 años, con una escolaridad promedio de siete años. Las transferencias de dinero que reciben los hogares de la región no solo han aumentado, sino que muestran el mayor crecimiento en comparación con el resto del país. La región Brunca figura también entre las de menor participación de las mujeres en el mercado laboral, lo cual se explica, entre otros factores por los bajos niveles educativos y el peso relativo de las actividades agrícolas. 

Gráfico 2.15

Porcentaje que representan otras transferenciasa/ en el ingreso total del hogar, según región
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a/ Incluye todas las ayudas o regalías en dinero que provienen de una fuente ajena al hogar y que se dan en forma regular y periódica. Las remesas forman parte de este rubro, pero no son lo único que se considera. 

Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base Encuesta de Hogares del INEC.

La inversión social pública se redujo por segundo año consecutivo
La inversión social pública (ISP) se contrajo durante la primera parte de los años ochenta. Para el 2004 la ISP total había logrado recuperarse y resultó un 48% superior a la de 1980 y un 58% mayor que la de 1990. Esto implica también un crecimiento medio anual real de 1,6% entre 1980 y 2004, y de 3,3% a partir de 1990. Sin embargo, este crecimiento es insuficiente para contrarrestar el crecimiento de la población, por lo que la ISP por habitante en el 2004 fue un 20% menor que la existente veinticuatro años atrás.

La distribución en la asignación de la ISP puede referirse a varios ejes: geográfico, generacional y de género. Pese a que las brechas entre regiones y zonas han disminuido, tanto la región Central como las áreas urbanas siguen concentrando la mayor ISP, aunque si se consideran solo las políticas no contributivas la situación tiende a revertirse. En cuanto a grupos de edad, un aspecto relevante es que en el 2003 los menores de 6 años y los adultos en edad plenamente activa fueron los que recibieron una menor proporción de la inversión social. Las mujeres reciben una ISP superior a la de los hombres, debido sobre todo a las políticas no contributivas.
Gráfico 2.9

Indice de la inversión social pública, per cápita y en relación con el PIB

(base 1980=100)
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Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base Trejos, 2005.

Problemas crecientes para el financiamiento del desarrollo humano
El contexto de crisis fiscal o desequilibrio estructural que impera en las finanzas públicas, sin perspectivas de un pronto arreglo, plantea una señal de alerta y la necesidad de indagar sobre la sostenibilidad financiera de la inversión social. Dado que el desequilibrio fiscal se origina principalmente en el Gobierno Central, es sobre éste que debe centrarse la atención, considerando que su efecto sobre la inversión social está en función de la dependencia de la ISP respecto del Presupuesto Nacional. Hay sectores, como el educativo y el de seguridad social, que muestran altas dependencias del Presupuesto Nacional, pues en ellos casi el 90% y el 45% de la ISP, respectivamente, provienen de esta fuente. 

Partiendo de esa alta dependencia, la sostenibilidad de esta inversión depende de la holgura que mantenga el Presupuesto Nacional. Esta holgura se determina considerando los ingresos tributarios de que dispone el Gobierno y descontando los gastos no discrecionales (aquellos que surgen de compromisos contractuales cuyo incumplimiento genera inseguridad jurídica, como los pagos de pensiones y de intereses sobre las deudas contraídas). Los gastos discrecionales (gastos restantes) que se pueden financiar sanamente con los ingresos tributarios, se redujeron desde un nivel del 9% del PIB durante la segunda mitad de los años ochenta, hasta algo menos del 7% en el último quinquenio. Esto significa que, si bien en la segunda mitad de los ochenta el Gobierno disponía del 70% de los ingresos tributarios para financiar el gasto discrecional, ahora solo cuenta con cerca de la mitad de esos recursos. Esta baja y estancada capacidad de gasto discrecional sin duda atenta contra la sostenibilidad de la inversión social.
Al analizar los gastos más afectados por las medidas de contención del gasto público aplicadas durante el 2002 y el 2003 se concluye que, en relación con el PIB, los gastos en salarios, pensiones e intereses se mantuvieron e incluso tendieron a incrementarse entre los períodos 2001-2002 y 2003-2004; por el contrario, los gastos en bienes y servicios, las transferencias corrientes y de capital, así como la formación bruta de capital, experimentaron una contracción con respecto al PIB.
Gráfico 2.19

Crecimiento real de los gastos del Gobierno Central, por función o tipo de uso

(colones de 2004)
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Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base en Rosales, 2005.

Entre los gastos que más se contrajeron durante los años en que se aplicaron las medidas de contención figuran los rubros de orden público y seguridad, salud, seguro social y asistencia social, vivienda y servicios comunales, transporte y comunicaciones y, en menor medida, educación. Sumados, estos renglones de gasto pasaron de una expansión de 9,2% en el período 2001-2002, a un decrecimiento de 0,2% entre 2003 y 2004. 

Medidas de contención del gasto restringen la atención de la pobreza
Un ejemplo de cómo la situación fiscal vulnera la inversión social es el financiamiento del FODESAF. La contracción de los ingresos reales de este Fondo, que perdieron un 23% de su valor real entre 2000 y 2004, se debe principalmente a una reducción del aporte del Presupuesto Nacional. Si la atención se pone solo en la transferencia efectiva que proviene del impuesto sobre las ventas, su aporte se reduce del 27,5% en el 2000 a tan solo un 3% en el 2004, para una contracción real del 92% en ese lapso. Esto significa además que, si bien a principios del 2000 solo se estaba girando cerca de la mitad de lo que le correspondía al Fondo de los ingresos del citado impuesto, en los dos últimos años se ha perdido cualquier proporción con respecto a lo establecido por ley. 
Cuadro 2.15

Evolución de los ingresos del FODESAF. 2000-2004

	Rubro
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Ingresos efectivos reales
	
	
	
	
	

	   Monto a/
	110.389,5 
	101.301,3 
	101.781,4 
	91.663,3 
	84.792,0 

	   Variación anual
	
	-8,2  
	0,5  
	-9,9  
	-7,5  

	Transferencias Presupuesto Nacional a/
	40.325,4 
	31.208,1 
	38.613,3 
	19.174,6 
	8.521,8 

	   Del impuesto de ventas
	30.361,9 
	22.487,8 
	30.966,6 
	12.365,7 
	2.550,0 

	   Bonos deuda FODESAF
	9.963,5 
	8.720,3 
	7.646,7 
	6.808,9 
	5.971,8 

	Aporte del Gobierno Central
	
	
	
	
	

	Porcentaje de ingresos efectivos
	
	
	
	
	

	      Transferencia total
	36,5   
	30,8   
	37,9   
	20,9   
	10,1   

	      Del impuesto de ventas
	27,5   
	22,2   
	30,4   
	13,5   
	3,0   

	   Porcentaje del impuesto de venta
	
	
	
	
	

	      Transferencia total
	10,8   
	8,0   
	10,1   
	4,2   
	2,1   

	      Del impuesto de ventas
	8,2   
	5,8   
	8,1   
	2,7   
	0,6   


a/ En millones de colones del 2004, según deflactor implícito del gasto de consumo final del Gobierno General. 

Fuente: Undécimo Informe Estado de la Nación con base en Trejos, 2005.

A lo anterior se une la preocupación en torno a la eficiencia con que se manejan los recursos de esta entidad. Aunque gastar más no es sinónimo de mayor eficiencia, la incapacidad de concretar un gasto sí puede sugerir problemas de planificación y gestión. En este sentido, la Contraloría General de la República llamó la atención sobre el hecho de que, en el 2004, las instituciones encargadas de los programas sociales selectivos (programas focalizados hacia una población objetivo, en este caso los pobres) registraron un superávit de 17.500 millones. El FODESAF, en particular, muestra superávit crecientes desde el año 2000, en un contexto en que sus ingresos reales vienen disminuyendo. Este superávit alcanzó los 5.770 millones en el 2003, que fue el año en que más se redujeron sus recursos reales, y para el 2004 fue equivalente a casi la misma cifra aportada por el Presupuesto Nacional como parte de sus obligaciones. 
Los problemas de superávit se explican en parte por la manera en que el Ministerio de Hacienda ha venido girando los recursos a las instituciones; muchos de ellos se asignan en el último mes del año, lo cual impide la ejecución de proyectos y metas previstos en la planificación anual y evita que las instituciones puedan aplicarlos el período siguiente, dadas las disposiciones de la nueva Ley de Presupuestos Públicos. Ante esta situación surgen varias interrogantes. No queda claro si con esta forma de operar el citado Ministerio busca contener el gasto por la vía de la no ejecución o, peor aún, responde a una estrategia poco transparente de reducción de la capacidad estatal en materia de política social.
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